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Diario Oficial 50811, Diciembre 18 de 2018
 

por medio de la cual se prorroga, modifica y adiciona la Ley
418 de 1997, prorrogada y modificada por las Leyes 548 de
1999,  782 de 2002,  1106 de 2006,  1421 de 2010 y 1738 de

2014.
 

El Congreso de Colombia
 

DECRETA:
 

Artículo 1°. De la prórroga de la ley. Prorróguese por el término de cuatro (4)
años la vigencia de los artículos: 1°, 2°, 3°, 5°, 26, 27, 28, 30, 31, 34, 35,
37, 43, 44, 45, 49, 54, 66, 68, 69, 72, 74, 75, 76, 77, 78, 79, 80, 83, 92, 93,
94, 95, 98, 102, 103, 106, 107, 108, 109, 110, 112, 113, 114, 115, 117, 118, 121,
123, 124, 125, 126, 127 y 130 de la Ley 418 del 26 de diciembre de 1997 y
modificada por las Leyes 548 de 1999 y 782 de 2002. Prorróguense de igual forma,
los artículos 2°, 4°, 12, 15, 16, 17, 26, 27, 28, 29, 30, 31, 33, 34, 35, 36, 39,
40, 41, 42, 43 y 46 de la Ley 782 de 2002, los artículos 3° y 4° de la Ley 1106
de 2006; los artículos 2°, 4°, 5°, 8°, 9°, 10, 11, 12, 13, 14, 16, 17, 18, 19,
20, 21, 22 de la Ley 1421 de 2010 y los artículos 3°, 4°, 5°, 6° y 7° de la Ley
1738 de 2014.

 
Artículo 2°. Adiciónese al artículo 6° de la Ley 418 de 1997, lo siguiente:
 
El  Consejo  de  Seguridad  Nacional  podrá  declarar  zonas  estratégicas  de

intervención integral a regiones afectadas por la criminalidad que afecte la
seguridad nacional, con el fin de proteger a la población y garantizar una acción
unificada, coordinada, interagencial, sostenida e integral del Estado. Estas
zonas serán objeto de planes especiales de fortalecimiento del Estado Social de
Derecho,  prioridad  para  la  prestación  de  servicios  sociales  y  de  medidas
reforzadas de protección a la población.

 
Los planes no suspenderán los Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial

(PDET) y, donde coincidan, se articularán. La elaboración de dichos planes será
bajo la coordinación del Consejo de Seguridad Nacional y respecto a zonas PDET
con  la  participación  del  Alto  Consejero  para  el  Posconflicto.  El  Gobierno
nacional reglamentará los aspectos que se requieren para su ejecución.

 
Los planes integrales tendrán la duración que se determine y articularán a las
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instituciones públicas, el sector privado y la cooperación internacional.
 
El Presidente de la República designará un Gabinete de Paz que coordine la

estrategia integral en los territorios priorizados donde se articularán en la
Hoja  de  Ruta  Única,  lo  correspondiente  a  la  intervención  de  las  Zonas
Estratégicas de Intervención Integral (ZEII), los Programas de Desarrollo con
Enfoque Territorial (PDET), los Planes de Acción para la Transformación Rural
(PATR), los Planes Integrales de Sustitución y Desarrollo Alternativo (PISDA),
los Planes Naciones Sectoriales (PNS) y los dispuesto en el Plan Marco de
Implementación (PMI).

 
Parágrafo 1°. El Gobierno nacional reglamentará una subcuenta en el Fondo de
Programas Especiales para la Paz creado por la Ley 368 de 1997, con el fin de
financiar  los  planes,  programas  y  estrategias  que  se  implementarán  en  los
territorios que se establezcan como zonas estratégicas de intervención integral.
La financiación de estos planes, programas y estrategias provendrán de recursos
adicionales del presupuesto público, recursos de cooperación internacional y
aportes del sector privado.
 
Parágrafo 2°. Los recursos destinados a la financiación de las Zonas Especiales
de Inversión en ningún caso podrán comprometer los recursos definidos por el Plan
Marco de Implementación para los PDET.
 
Artículo 3°. El artículo 8° de la Ley 418 de 1997, modificado por el artículo 1°
de la Ley 1779 de 2016 y adicionado por el artículo 1° del Decreto Ley 900 de
2017, quedará así:
 
Artículo  8°.  Los  representantes  autorizados  expresamente  por  el  Gobierno
nacional, con el fin de promover la reconciliación entre los colombianos, la
convivencia pacífica y lograr la paz, podrán:
 

– Realizar todos los actos tendientes a entablar conversaciones y diálogos
con grupos armados organizados al margen de la ley.
 

– Adelantar diálogos, negociaciones y firmar acuerdos con los voceros o miembros
representantes de los grupos armados organizados al margen de la ley, dirigidos
a: obtener soluciones al conflicto armado, lograr la efectiva aplicación del
Derecho Internacional Humanitario, el respeto de los Derechos Humanos, el cese de
hostilidades o su disminución, la reincorporación a la vida civil de los miembros
de estas organizaciones o su tránsito a la legalidad y la creación de condiciones
que propendan por un orden político, social y económico justo.
 

Los acuerdos y su contenido serán los que a juicio del Gobierno sean necesarios
para adelantar el proceso de paz y su cumplimiento será verificado por las
instancias nacionales o internacionales que para el efecto y de común acuerdo
designen las partes.

 

Estos  acuerdos  deben  garantizar  el  normal  y  pleno  funcionamiento  de  las
instituciones civiles de la región en donde ejerce influencia el grupo armado al
margen de la ley que lo suscribe.

 



Cuando así lo disponga el Gobierno nacional según lo acordado por las partes,
en el marco de un proceso de desarme, una instancia internacional podrá estar
encargada  de  funciones  tales  como  la  administración,  registro,  control,
destrucción o disposición final del armamento del grupo armado organizado al
margen de la ley y las demás actividades necesarias para llevar a cabo el
proceso.

 

A  la  respectiva  instancia  internacional  que  acuerden  las  partes  se  les
otorgarán todas las facilidades, privilegios, de carácter tributario y aduanero,
y protección necesarios para su establecimiento y funcionamiento en el territorio
nacional.

 

Parágrafo  1°.  De  conformidad  con  las  normas  del  Derecho  Internacional
Humanitario, y para los efectos de la presente ley, se entiende por grupo armado
organizado al margen de la ley, aquel que, bajo la dirección de un mando
responsable, ejerza sobre una parte del territorio un control tal que le permita
realizar operaciones militares sostenidas y concertadas.

 

El  Consejo  de  Seguridad  Nacional  determinará  cuándo  una  organización  se
califica como grupo armado organizado al margen de la ley y las condiciones
necesarias para que pueda ser objeto de todos o de alguno de los diferentes
instrumentos que consagra esta ley. Tal calificación y condiciones son requisitos
para  que  el  Gobierno  nacional  pueda  examinar  la  posibilidad  de  decidir  si
adelanta diálogos conducentes a acuerdos para la desmovilización, desarme y
reintegración del grupo. Dicha caracterización tendrá una vigencia de seis meses,
al cabo de los cuales deberá actualizarse o antes, si se requiere.

 

Se  entiende  por  miembro-representante,  la  persona  que  el  grupo  armado
organizado al margen de la ley designe como representante suyo para participar en
los diálogos, negociación o suscripción de acuerdos con el Gobierno nacional, o
sus delegados.

 

Se entiende por vocero persona de la sociedad civil que, sin pertenecer al
grupo armado organizado al margen de la ley, pero con el consentimiento expreso
de este, participa en su nombre en los procesos de paz, diálogos, negociaciones y
acuerdos. No será admitida como vocero, la persona contra quien obre, previo al
inicio de estos, resolución o escrito de acusación.

 

Parágrafo 2°. Una vez iniciado un proceso de diálogo, negociación o firma de
acuerdos, y con el fin de facilitar el desarrollo de los mismos, las autoridades
judiciales correspondientes suspenderán las órdenes de captura que se hayan
dictado  o  se  dicten  en  contra  de  los  miembros  representantes  de  las
organizaciones armadas al margen de la ley con los cuales se adelanten diálogos,
negociaciones o acuerdos de paz.

 

Para tal efecto, el Gobierno nacional comunicará a las autoridades señaladas el



inicio, terminación o suspensión de diálogos, negociaciones o firma de acuerdos y
certificará la participación de las personas que actúan como voceros o miembros
representantes de dichos grupos armados organizados al margen de la ley. Las
partes acordarán mecanismos de verificación conjunta de los acuerdos, diálogos o
acercamientos y de considerarlo conveniente podrán acudir a instituciones o
personas  de  la  vida  nacional  o  internacional  para  llevar  a  cabo  dicha
verificación.

 

Igualmente, se suspenderán las órdenes de captura que se dicten en contra de los
voceros con posterioridad al inicio de los diálogos, negociaciones o suscripción
de acuerdos, por el término que duren estos.

 

Se garantizará la seguridad y la integridad de todos los que participen en los
procesos de paz, diálogos, negociaciones y acuerdos de que trata esta ley.

 

Parágrafo 3°. El Gobierno nacional o los representantes autorizados expresamente
por el mismo, podrán acordar con los voceros o miembros representantes de las
organizaciones armadas al margen de la ley, en un proceso de paz, y para efectos
del presente artículo, su ubicación temporal, o la de sus miembros en precisas y
determinadas zonas del territorio nacional, de considerarse conveniente. En las
zonas aludidas quedará suspendida la ejecución de las órdenes de captura contra
estos y los demás miembros del grupo organizado al margen de la ley al igual que
durante el transcurso del desplazamiento hacia las mismas hasta que el Gobierno
así lo determine o declare que ha culminado dicho proceso.

 

Adicionalmente, si así lo acordaran las partes, a solicitud del Gobierno nacional
y de manera temporal se podrá suspender la ejecución de las órdenes de captura en
contra de cualquiera de los miembros del grupo armado organizado al margen de la
ley, por fuera de las zonas, para adelantar actividades propias del proceso de
paz.

 

En esas zonas, que no podrán ubicarse en áreas urbanas, se deberá garantizar el
normal y pleno ejercicio del Estado de Derecho. El Gobierno definirá la manera
como funcionarán las instituciones públicas para garantizar los derechos de la
población. De conformidad con lo que acuerden las partes en el marco del proceso
de paz, el Gobierno al establecer las zonas deberá:

 

1. Precisar la delimitación geográfica de las zonas.

 

2. Establecer el rol de las instancias nacionales e internacionales que
participen en el proceso de dejación de armas y tránsito a la legalidad de
las organizaciones armadas al margen de la ley.

 

3. Establecer las condiciones y compromisos de las partes para definir la



temporalidad y funcionamiento de las zonas mencionadas.

 

Parágrafo Transitorio 3A. Una vez terminadas las Zonas Veredales Transitorias
de Normalización (ZVTN) y los Puntos Transitorios de Normalización (PTN), como
Zonas de Ubicación Temporal, según lo acordado en el Acuerdo Final de Paz,
suscrito entre el Gobierno nacional y las Farc-EP, se mantendrán suspendidas la
ejecución de las órdenes de captura expedidas o que hayan de expedirse contra los
miembros de dicha organización que han estado concentrados en dichas zonas, que
además  se  encuentren  en  los  listados  aceptados  y  acreditados  por  el  Alto
Comisionado  para  la  Paz,  previa  dejación  de  armas,  hasta  que  su  situación
jurídica sea resuelta por el órgano pertinente de la Jurisdicción Especial para
la Paz (JEP), una vez entre en funcionamiento, a menos de que previamente la
autoridad judicial competente les haya aplicado la amnistía de iure, respecto de
todas las actuaciones penales, acusaciones, o condenas existentes en su contra.
En el caso de los miembros de la organización que no se encuentren ubicados
físicamente en las zonas de ubicación temporal, pero se hallen en el listado
aceptado y acreditado por el Alto Comisionado para la Paz y hayan a su vez
firmado un acta de compromiso de dejación de las armas, la suspensión de la
ejecución de las órdenes de captura expedidas o que hayan de expedirse, operará
desde  el  momento  mismo  de  su  desplazamiento  hacia  las  zonas  de  ubicación
temporal, hasta que su situación jurídica sea resuelta por el órgano pertinente
de la Jurisdicción Especial para la Paz (JEP), una vez entre en funcionamiento, a
menos de que previamente la autoridad judicial competente les haya aplicado la
amnistía  de  iure,  respecto  de  todas  las  actuaciones  penales,  acusaciones  o
condenas existentes en su contra.

 
De igual forma, se mantendrá suspendida la ejecución de las órdenes de captura

que se expidan o hayan de expedirse en contra de cualquiera de los miembros del
grupo armado, cuya suspensión se ordenó en su momento para adelantar tareas
propias del proceso de paz por fuera de las zonas, que además se encuentren en
los listados aceptados y acreditados por el Alto Comisionado para la Paz y que
hayan dejado las armas. Dicha suspensión se mantendrá hasta que su situación
jurídica sea resuelta por el órgano pertinente de la Jurisdicción Especial para
la Paz (JEP), una vez entre en funcionamiento, a menos de que previamente la
autoridad judicial competente les haya aplicado la amnistía de iure, respecto de
todas las actuaciones penales, acusaciones o condenas existentes en su contra.

 

Las personas trasladadas permanecerán en dichas ZVTN en situación de privación
de la libertad hasta la entrada en funcionamiento de la JEP, momento en el cual
quedarán en libertad condicional a disposición de esta jurisdicción, siempre y
cuando hayan suscrito el acta de compromiso de que trata el artículo 36 de la Ley
1820 de 2016.

 

En  aquellos  casos  en  los  que  no  se  hubiere  decidido  por  parte  de  las
autoridades judiciales sobre el traslado de las personas privadas de la libertad
a la ZVTN o PTN, y las mismas ya hubieren finalizado, la autoridad judicial
procederá a otorgar la libertad condicionada en los términos establecidos en
la Ley 1820 de 2016 y el Decreto 277 de 2017.

 



Parágrafo Transitorio 3°B. Se mantendrá la suspensión de la ejecución de las
órdenes de captura expedidas o que hayan de expedirse contra los miembros del
grupo armado concentrados en las zonas de ubicación temporal, cuando requieran
ausentarse temporalmente de las mismas durante el tiempo de atención de citas o
emergencias  para  atención  en  salud  y  calamidades  domésticas  debidamente
informadas ante el representante de enlace de la Oficina del Alto Comisionado
para la Paz.

 

Cuando los miembros del grupo armado requieran salir temporalmente de las Zonas
de Ubicación Temporal por los motivos relacionados en el inciso anterior, se
suscribirá un acta con el Mecanismo de Monitoreo y Verificación en el que
constará la razón de ausencia de la zona y la fecha en la que se retornará a la
misma.

 

Quedarán suspendidas las órdenes de captura con fines de extradición de los
miembros de las Farc-EP, incluidos en el listado aceptado por el Alto Comisionado
para la Paz, que se encuentren acreditados por dicho funcionario, que hayan
dejado las armas y además firmado las actas de compromiso correspondientes.

 

Parágrafo 4°. El Presidente de la República, mediante orden expresa y en la
forma que estime pertinente, determinará la localización y las modalidades de
acción de la Fuerza Pública, siendo fundamental para ello que no se conculquen
los derechos y libertades de la comunidad, ni generen inconvenientes o conflictos
sociales.

 

Parágrafo 5°. Cuando se trate de diálogos, negociaciones o firma de acuerdos
con el Gobierno nacional, la calidad de miembro del grupo armado organizado al
margen de la ley de que se trate, se acreditará mediante una lista suscrita por
los voceros o miembros representantes designados por dicho grupo, en la que se
reconozca expresamente tal calidad.

 

Esta lista será recibida y aceptada por el Alto Comisionado para la Paz de buena
fe, de conformidad con el principio de confianza legítima, base de cualquier
acuerdo de paz, sin perjuicio de las verificaciones correspondientes.

 

Artículo 4°. La Ley 418 de 1997, prorrogada y modificada por las Leyes 548 de
1999, 782 de 2002, 1106 de 2006, 1421 de 2010 y 1738 de 2014, tendrá un artículo
nuevo, del siguiente tenor:

 

Artículo  49A.  Créase  el  Centro  de  Coordinación  Contra  las  Finanzas  de
Organizaciones  de  Delito  Transnacional  y  Terrorismo  como  una  instancia  de
coordinación  interinstitucional  que  permita  fortalecer  los  canales  de
comunicación, intercambio y análisis conjunto de información, con el propósito de
generar sinergia y sincronización tanto en el nivel estratégico como en el de
ejecución entre los organismos que llevan a cabo actividades de inteligencia y
las autoridades judiciales. El Centro se crea como una instancia permanente con



el objetivo de perseguir y desmantelar las redes de dinero y bienes de origen
ilícito o empleados en actividades ilícitas, lavado de activos y financiación de
terrorismo, a través del trabajo conjunto y coordinado de la Fuerza Pública, los
organismos que realizan actividades de inteligencia y contrainteligencia, la
Fiscalía General de la Nación y las autoridades judiciales, en el marco de cada
una de sus competencias. La Secretaría Técnica del Centro será ejercida por la
Unidad  de  Información  y  Análisis  Financiero  (UIAF).  El  Gobierno  nacional  I
reglamentará la composición y funcionamiento del Centro.

 

Artículo 5°. La Ley 418 de 1997, prorrogada y modificada por las Leyes 548 de
1999, 782 de 2002, 1106 de 2006, 1421 de 2010 y 1738 de 2014, tendrá un artículo
nuevo, del siguiente tenor:

 

Artículo 49B. Todas las armas de fuego que hayan sido amparadas en cualquier
tiempo, con permiso de tenencia, porte y especiales, deberán ser empadronadas
conforme a la reglamentación que para tal fin expida el Gobierno nacional. Las
que estén o hayan estado vinculadas en una investigación judicial de carácter
penal, deberán registrase en el sistema de información que se disponga para el
efecto.

 

Créase el Registro Nacional de Identificación Balística que contendrá dos tipos
de información. La información sobre la huella balística de las armas con permiso
de tenencia, porte y especiales que será administrada por el Ministerio de
Defensa  Nacional  y  la  información  sobre  la  huella  balística  de  las  armas
vinculadas en cualquier momento a una investigación judicial de carácter penal,
que será administrada por la Fiscalía General de la Nación y se registrará en la
plataforma que disponga dicha entidad para tal fin.

 

Durante el año siguiente a la vigencia de la presente ley, las personas que
tengan o porten armas, cuyos permisos de tenencia y porte se encuentren vencidos
o  que  no  quieran  seguir  teniéndolas  o  portándolas,  podrán  entregar  al
Departamento de Control, Comercio de Armas, Municiones y Explosivos (DCCA) el
(las) arma(s) respectiva(s) y por ese hecho se les condonarán las multas, deudas
y demás sanciones relacionadas con el porte o tenencia de las mismas hasta la
fecha de su entrega.

 

Parágrafo 1°. En consideración a las funciones que, constitucional y legalmente
le competen a la Fiscalía General de la Nación, para ejercer la acción penal y
realizar la investigación de los hechos que revistan las características de un
delito, esta entidad tendrá acceso a la información relacionada con la huella
balística administrada por el Ministerio de Defensa Nacional, la cual debe ser
compatible con la base de datos de imágenes de la plataforma dispuesta por la
Fiscalía.

 

Artículo 6°. La Ley 418 de 1997, prorrogada y modificada por las Leyes 548 de
1999, 782 de 2002, 1106 de 2006, 1421 de 2010 y 1738 de 2014, tendrá un artículo
nuevo, del siguiente tenor:



 

Artículo  49C.  Inhibidores,  bloqueadores  y  amplificadores  de  señales
radioeléctricas. Con el fin de prevenir la comisión de conductas delictivas, el
Gobierno  nacional  reglamentará  las  condiciones  de  instalación,  fabricación,
comercialización,  importación,  exportación,  transporte,  distribución,
adquisición, almacenamiento, venta, suministro, reparación, publicidad, marketing
y uso de inhibidores, bloqueadores y amplificadores de señales radioeléctricas.

 

Artículo 7°. Modifíquese el artículo 2° de la Ley 1421 de 2010, así:

 

Artículo 2°. El artículo 2° de la Ley 1106 de 2006, que sustituyó los artículos
13 de la Ley 782 de 2002 y 32 de la Ley 418 de 1997, quedará así:

 

De las pólizas de seguros para el transporte terrestre o fluvial. La entidad
financiera de naturaleza oficial que determine el Gobierno nacional, redescontará
los  préstamos  que  otorguen  los  distintos  establecimientos  de  crédito  para
financiar la reposición o reparación de vehículos (terrestres o fluviales),
maquinaria,  equipo,  equipamiento,  muebles  y  enseres,  capital  de  trabajo  de
personas naturales o jurídicas, tengan o no la calidad de comerciantes, y la
reparación o reconstrucción de inmuebles destinados a locales comerciales, cuando
se trate de víctimas de los actos a que se refiere el artículo 6° de la Ley 782
de 2002, o en los casos en que la alteración del orden público lo amerite.

 

Todos estos muebles, enseres e inmuebles, deben ser afectados cuando se trate
de víctimas de los actos a que se refiere artículo 6° de la Ley 782 de 2002, o en
los casos en que la alteración del orden público lo amerite.

 

Así mismo, en desarrollo del principio de solidaridad la entidad financiera de
naturaleza oficial que determine el Gobierno nacional, otorgará directamente a
las víctimas de los actos a que se refiere el artículo 6° de esta ley, préstamos
para financiar la reconstrucción o reparación de inmuebles afectados

 

Parágrafo. No obstante la existencia de líneas de crédito para reposición o
reparación de vehículos, el Gobierno nacional mantendrá el seguro de protección
de vehículos de transporte público urbano e intermunicipal, terrestre o fluvial,
a fin de asegurarlos contra los actos a que se refiere el artículo 6° de la Ley
782 de 2002, o en los casos en que la alteración del orden público lo amerite,
incluidos los ataques terroristas cometidos por los Grupos Armados Organizados
(GAO), de acuerdo con su definición y clasificación determinada por el Consejo de
Seguridad Nacional, casos en los cuales el afectado no podrá acceder a los dos
beneficios.

 

Artículo 8°. De la vigencia de la ley. La presente ley tiene una vigencia de
cuatro  (4)  años  a  partir  de  la  fecha  de  su  promulgación  y  deroga  las
disposiciones que le sean contrarias.



 

 
El Presidente del Honorable Senado de la República, Ernesto Macías Tovar.

 

El Secretario General del Honorable Senado de la
República, Gregorio Eljach Pacheco.

 

El Presidente de la Honorable Cámara de Representantes, Alejandro Carlos Chacón
Camargo.

 

El Secretario General de la Honorable Cámara de Representantes, Jorge Humberto
Mantilla Serrano.

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

 

Publíquese y cúmplase.

 

Dada en Bogotá, D. C., a 18 de diciembre de 2018.

 

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ

 

La Ministra del Interior, Nancy Patricia Gutiérrez Castañeda.

 

La Ministra de Justicia y del Derecho, Gloria María Borrero Restrepo.

 

El Ministro de Defensa Nacional, Guillermo Botero Nieto.

 

 


